
14 Viernes 18 julio 1997 BOE núm. 171. Suplemento

a que un Tribunal superior revise el fallo y la pena. y
de que el apartado 3 del art. 6 del Convenio Europeo
de Derechos Humanos otorga al acusado en procesos
punitivos un conjunto específico de derechos. que no
pueden extrapolarse sin más a otras partes del proceso
penal. o a otro tipo de procesos.

9. La huelga de ferrocarriles que impidió al Abogado
de la ~uejosa regresar a España en la fecha prevista.
dos dlas· antes de la vista del recurso, y que no fue
comunicada en ningún momento con antelación ni a
él ni a la agencia de viajes que había organizado sus
desplazamientos, constituía sin duda «un hecho impre­
vIsible» que hubiera podido justificar la inasistencia a
la vista Y. por ende, su suspensión (STC 196/1994. fun­
damento jurídico 5.°). Es cierto que la Ley de Enjuicia­
miento Civil, a diferencia de la Ley de Procedimiento
Laboral. no contempla como causas de suspensión hipó­
tesis distintas a la enfermedad del Abogado, el falle­
Cimiento de uno de sus más próximos parientes o la
coincidencia de señalamientos. y subordina la suspen­
sión por «justa causa» al previo acuerdo entre las partes
(art. 323.5 L.E.C.). que en este caso no se produjo. según
consta en las actuaciones. Pero la letra de la Ley no
puede impedir que se pueda atender la hipótesis. cier­
tamente excepcional. de que surja una causa de fuerza
mayor que obligue a la aplicación analógica de los pre­
ceptos de la Ley (STC 83/1983, fundamento jurídico
2.° in fine).

En definitiva, la total falta de respuesta judicial a la
solicitud. formulada por el Procurador de la apelante en
el primer momento en que fue posible hacerlo, por un
lado; y, por otro. la trascendencia de la vista a celebrar.
momento en el que el Abogado designado de oficio iba
a tener ocasión de articular una defensa técnica de los
derechos de la madre biológica. conducen a entender
vulnerado el derecho fundamental. de ésta a una tutela
judicial efectiva y sin indefensión (art. 24.1 C.E.).

10. No corresponde a este Tribunal. como postula
la parte demandada en este recurso de amparo. entrar
a valorar el peso de los argumentos que el Abogado
de la quejosa afirma que iba a hacer valer en el recurso
de apelación contra la adopción acordada por el Juzgado.
Esa valoración corresponde a la Audiencia Provincial.
que deberá decidir con libertad de criterio acerca del
fondo del asunto.

Es también cierto. como indica el Ministerio Fiscal.
que la parte apelante dejó transcurrir el trámite de ins­
trucción del recurso sin solicitar la práctica de prueba
alguna. y sin anunciar ningún motivo de quebrantamien­
to de las formas del juicio (arts. 893 y 859 L.E.C.); trámite
de instrucción que transcurrió durante el mes de sep­
tiembre de 1994 y, por ende. de todo punto ajeno a
las difIcultades para comparecer en la vista del recurso.
el dia 14 de diciembre siguiente. Pero ello no impide
al Abogado ofrecer las razones que asisten a su patro­
cinada para oponerse ¡¡. la adopción decretada por el
Juzgado de Familia que, de nuevo. sólo al Tribunal civil
de apelación corresponde apreciar. a tenor de los pre­
ceptos del Código Civil y de la Ley Orgánica 1/1996,
de Protección Juridica del Menor. que resultan apli­
cables.

El recurso de apelación. cuya vista era esencial para
POSibilitar la defensa de la madre del menor. no debió
celebrarse sin resolver expresa y motivadamente sobre
la petición de suspender la vista por causa de fuerza
mayor•. presentada por la parte apelante. Por consiguien­
te. a fin de restablecer a la quejosa en la integridad
de su derecho procede anular el Auto dictado por la
Sección de la Audiencia. y retrotraer las actuaciones para
que se señale nueva fecha para celebrar la vista del
recurso de apelación.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA

Ha decidido

Otorgar parcialmente el amparo solicitado por doña
Herminia D.A.D. y, en consecuencia:

1.° Anular el Auto dictado por la Audiencia Provin­
cial de Navarra (Sección Tercera) de 15 diciembre 1994.
en el rollo de apelación núm. 266/94.

2.° Retrotraer las actuaciones judiciales al momento
del señalamiento de la vista del recurso de apelación,
a fin de que la parte recurrente sea oída debidamente
asistida de Letrado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado». sustituyendo los apellidos de las partes por sus
iniciales.

Dada en Madrid, a dieciséis de junio de mil nove­
cientos noventa y siete.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Vi­
cente Gimeno Sendra.-Pedro Cruz Villalón.-Enrique
Ruiz Vadillo.-Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.-Pa­
blo García Manzano.-Firmados y rubricados.

16010 Sala !'rimera. Sentencia 115/1997. de 16 de
junio de 1997. Recurso de amparo
1.230/1995. Contra providencia del Juzgado
de Instrucción núm. 4 de Valladolid. que dene­
gó el beneficio de remisión condicional de la
pena de diez días de arresto menor a la que
había sido condenado el recurrente por Sen­
tencia de ese mismo Juzgado V confirmada
posteriormente en apelación. Vulneración del
.derecho a la tutela judicial efectiva: motiva­
ción insuficiente de la resolución recurrida.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo. Presidente; don
Vicente Gimeno Sendra, don Pedro Cruz Villa Ión. don
Enrique Ruiz Vadillo, don Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera y don Pablo García Manzano. Magistrados. ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.230/95. interpuesto
por la Procuradora de los Tribunales doña Amalia Ban­
deras Rosado en nombre y representación de don Javier
Martín del Caño. con la asistencia letrada de don Miguel
Angel Ruiz Manosalvas contra la providencia del Juzgado
de Instrucción núm. 4 de Valladolid de 9 de marzo
de 1995. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido
Ponente el Magistrado don Vicente Gimeno Sendra,
quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito de fecha 4 de abril de 1995. el deman;
dante de amparo manifestó a este Tribunal su intención
de recurrir la providencia del Juzgado de Instrucción
núm. 4 de Valladolid de 9 de marzo de 1995. por la
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que se le denegaba el beneficio de la remisión condi­
cional de la pena de diez días de arresto menor a la
que había sido condenado por Sentencia dictada por
ese mismo Juzgado en juicio verbal de faltas y confir­
mada por la Audiencia Provincial de Valladolid. A tal
efecto, solicitó que se le designaran Abogado y Procu­
rador del turno de oficio.

2. El recursó se basa. en síntesis. en los siguientes
hechos:

a) Por Sentencia del Juzgado de Instrucción núm. 4
de Valladolid de 12 de junio de 1994, el hoy demandante
de amparo fue condenado, como autor responsable de
una falta de lesiones, a la pena de diez días de arresto
menor carcelario.

b) Interpuesto recurso de apelación contra la ante­
rior resolución. en Jo tocante al cumplimiento en prisión
de los diez días de arresto menor que el demandante
de amparo solicitaba lo fueran en su domicilio. fue deses­
timado por Sentencia de la Sección Segunda de la
Audiencia Provincial de Valladolid de 18 de febrero
de 1995.

c) El señor Martín del Caño se dirigió entonces por
escrito al Juzgado de Instrucción solicitando que le fuera
concedido el beneficio de remisión condicional de la
pena impuesta, a cuyo efecto alegaba reunir las con­
diciones requeridas por el art. 93 del Código Penal. así
como que el cumplimiento en prisión de la condena
impuesta iría en contra de su rehabilitación y reinserción
social conseguida a través del trabajo estable que actual­
mente desempeñaba. Por providencia de fecha 9 de mar­
zo de 1995. el Juez declaró no haber lugar a lo solicitado
en dicho escrito y ordenó el ingreso en prisión del
condenado.

La defensa del demandante de amparo ha solicitado
también. paralelamente, el indulto total de dicha
condena.

3. Se aduce en la demanda que la mencionada pro­
videncia del Juzgado de Instrucción núm. 4 de Valladolid
ha vulnerado los derechos del actor; 1) a la tutela judicial
efectiva sin indefensión, dada su absoluta carencia de
motivación y por haber sido dictada sin el informe pre­
ceptivo del Ministerio Fiscal y sin expresar en ella el
Juzgador las razones que fundamentaron la denegación
del beneficio, además de por no haber revestido dicha
resolución la forma de Auto, y 2) a la proporcionalidad
de la pena impuesta y orientación de la misma a la rein­
serción social del condenado, ignoradas en este caso
por cuanto, a la vista de la estabilidad laboral del
recurrente y de la escasa entidad de la infracción come­
tida, la decisión de que el cumplimiento de su condena
a diez días de arresto menor se produjera en prisión
sería evidentemente contraria a dicha finalidad.

En consecuencia, se pide a este Tribunal que anule
la providencia impugnada, así como todas las actuacio­
nes judiciales posteriores a la misma. Por medio de otrosí.
se solicita también la suspensión de su ejecución, al
amparo de lo dispuesto en el arto 56 LOTC.

4. Por providencia de 5 de junio de 1995, la Sección
Primera tuvo por admitido el precedente escrito y acordó
dar traslado de los documentos adjuntos al Colegio de
Procuradores de Madrid y al Consejo General de la Abo­
gacía a fin de que, si procedía. efectuasen las desig­
naciones solicitadas. Por otra providencia de 3 de julio
de 1995. se tuvieron por hechas dichas designaciones
y se concedió al Ministerio Fiscal y al solicitante de ampa­
ro un plazo de veinte días para formular la correspon­
diente demanda de amparo. Habiéndose excusado de
la defensa el Letrado designado en primer lugar para
la defensa del recurrente. por considerar que la preten­
sión de éste resultaba insostenible. la Sección, por pro-

videncia de 17 de julio de 1995, solicitó dictamen al
respecto al Consejo General de la Abogacía. siendo el
mismo emitido, con fecha de 10 de octubre de 1995.
en sentido favorable al mantenimiento de la pretensión.
Por providencia de 30 de octubre de 1995, la Sección
dio traslado de las actuaciones al Letrado designado en
segundo lugar a efectos de formalización de la demanda
de amparo, siendo ésta presentada en el Juzgado de
Guardia el 25 de noviembre de 1995.

5. Por providencia de 24 de junio de 1996, la Sec­
ción tuvo por admitida a trámite la demanda de amparo.
sin perjuicio de lo que pudiere resultar de los antece­
dentes. Y. a tenor de lo dispuesto en el arto 51 de
la LOTC. requirió atentamente a los órganos judiciales
de instancia y de apelación para que, en el plazo de
diez días, remitieran testimonio de las actuaciones, inte­
resando al propio tiempo el emplazamiento. en ese mis­
mo término. de cuantos, a excepción del solicitante de
amparo, hubiesen sido parte en el proceso a fin de que
pudieran comparecer ante este Tribunal si así lo desea­
ban. Por otra providencia de 17 de septiembre de 1996.
la Sección tuvo por recibidas las actuaciones solicitadas
y acordó conceder al Ministerio Fiscal y al demandante
de amparo un plazo de veinte días para formular cuantas
alegaciones estimasen convenientes.

6. Por escrito registrado en este Tribunal el 3 de
octubre de 1996. la representación del demandante de
amparo dió por reproducidas las alegaciones contenidas
en la demanda de amparo. El Fiscal, ante el Tribunal
Constitucional, por su parte. concluía su escrito de
fecha 10 de octubre de 1996, interesando la estimación
del presente recurso por considerar que. efectivamente.
la denegación al recurrente del beneficio de la remisión
condicional de la pena careció de toda motivación Y.
en consecuencia. debía entenderse lesiva del derecho
reconocido en el arto 24.1 C.E.

7. Por providencia de 13 de junio de 1997, se acor­
dó señalar el día 16'de junio para deliberación y votación
de la presente Sentencia.

11. Fundamentos jurídicos

1. El objeto procesal del presente recurso de ampa­
ro se contrae a determinar si la providencia del Juzgado
de Instrucción núm. 4 de Valladolid de 9 de marzo
de 1995, por la que. sin motivación alguna. se denegó
al recurrente el beneficio de la remisión condicional, vul­
neró .o no el derecho a la tutela judicial efectiva
del arto 24 C.E.

Pero, antes de entrar en el examen del fondo del
presente recurso de amparo. procede despejar en sen­
tido negativo toda duda acerca de una eventual falta
de agotamiento por parte del recurrente de la vía judicial
ordinaria. al no haber presentado recurso alguno contra
la providencia impugnada en la demanda de amparo.
pues, con independencia del hecho de que dicha reso­
lución revistiera forma de providencia y no de Auto. y
de que en la misma no se indicara la posibilidad de
recurrirla, tal cuestión ya fue examinada por este Tribunal
en la STC 224/1992 (en aquella ocasión respecto de
Auto dictado por la Audiencia Provincial y la eventual
procedencia de recurso de súplica contra el mismo) para
concluir que. de conformidad con lo dispuesto en el
arto 6 de la entonces todavía vigente Ley de Condena
Condicional de 1908 [hoy en día derogada. tras la entra­
da en vigor del Código Penal de 1995. por el apartado b)
de la Disposición derogatoria única de dicho texto legal].
podía interpretarse que no era recurrible por el intere­
sado la decisión por la que se le denegaba el beneficio
de la remisión condicional de la pena.
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2. Sentado lo precedente. la cuestión que se plan­
tea en el presente recurso es muy similar a la analiza­
da en la STC 224/1992. lo que supone que la doctrina
en ella contenida resulte de plena aplicación en el caso
de autos.

Decíamos en la citada sentencia que el hecho de
que el arto 92.1 del anterior Código Penal (actual
arto 80.1 del C.P.) confiriera a los Jueces y Tribunales
la atribución de otorgar motivadamente el beneficio de
la remisión condicional no significaba que su denegación
no hubiera de ser igualmente motivada. ya que. aun cuan­
do el mencionado precepto no exigiera expresamente
dicha motivación sino en el caso de concesión de tal
beneficio...la facultad legalmente atribuida a un órgano
Judicial para que adopte con carácter discrecional una
decisión en un sentido u otro... viene condicionada estre­
chamente a la exigencia de que tal resolución esté moti­
vada. pues sólo así puede procederse a un control pos­
terior de la misma en evitación de toda posible arbi­
trariedad».

Aplicada esta doctrin.a al presente caso. se hace evi­
dente no sólo la ausencia de toda motivación en la reso­
lución recurrida en amparo -decisión que por lo demás.
habría de considerarse formalmente inadecuada al haber
revestido forma de providencia y no de Auto- sino tam­
bién la falta de intervención del Ministerio Público en
la tramitación del beneficio. No existe. por consiguiente.
modo alguno de averiguar qué razones condujeron al
órgano judicial a denegar el indicado beneficio Y. por
tanto. a disponer la restricción de su derecho a la libertad.
a fm de que. en función de las mismas. pudiera pro­
cederse a un control de dicha resolución determinante
de su condición de arbitraria o no arbitraria. Si a ello
añadimos la relativa extrañeza que produce. desde la
óptica actual de una ejecución de las penas tendente
a evitar el ingreso en prisión de quienes son condenados
a penas cortas privativas de libertad. que se decrete
tal ingreso respecto de quien. como el demandante de
amparo. ha sido condenado a una pena de tan ínfima
duración como la de arresto menor por tiempo de diez
días -especialmente si se tiene en cuenta que. debido
a la cortísima duración de dicha pena incluso de impo­
nerse en su grado máximo (treinta días. a tenor de lo
dispuesto en el arto 30 del anterior Código Penal). la
propia ley facultaba al Tribunal para que autorizara que
su cumplimiento tuviera lugar en el domicilio del con­
denado (art. 85 del anterior Código Penall-. resulta aún
más patente la necesidad de aportación de razonamien­
tos suficientes para justificar el hecho de que. a pesar
de reunir el solicitante de amparo todos los requisitos
legalmente exigidos para la concesión del beneficio soli­
citado. éste le fuera denegado.

Cabe. por consiguiente. concluir que la providencia
recurrida. que debió- revestir la forma de Auto. incurrió
en una vulneración del derecho del actor a la tutela judi­
cial efectiva al no contener motivación alguna que expli­
cara la denegación al mismo del beneficio de la remisión
condicional. No obstante. habiendo ya cumplido la pena
de diez días de arresto menor impuesta. el fallo no puede
sino limitarse a un reconocimiento del indicado derecho.
sin otras consecuencias que las meramente declarativas
y las prejudiciales que de este pronunciamiento pudieran
derivarse.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIOAD OUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Javier Martín
del Caño Y. en consecuencia:

1.° Reconocer el derecho del demandante de ampa­
ro a la tutela judicial efectiva sin indefensión.

2.° Anular la resolución del Juzgado de Instrucción
núm. 4 de Valladolid de 9 de marzo de 1995. por falta
de motivación de la denegación del benefició de remisión
condicional de la pena de arresto menor impuesta al
actor.

Publíquese esta Sentencia en el ..Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a dieciséis de junio de mil nove­
cientos noventa y siete.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Vi­
cente Gimeno Sendra.-Pedro Cruz Villalón.-Enrique
Ruiz Vadillo.-Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.-Pa­
blo García Manzano.-Firmados y rubricados.

16011 Sala Segunda. Sentencia 116/1997. de 23
de junio de 1997. Recurso de amparo
1.365/1993. Contra Auto de la Audiencia
Provincial de Madrid. confirmando en súplica
otro anterior desestimatorio de recurso de
apelación interpuesto contra los ¡Nonunciados
por el Juez de Instrucción núm. 5 de Madrid.
y que denegaron elprocesamiento por injurias
instado por el recurrente frente a las expre­
siones vertidas por el querellado en el curso
de emisiones radiofónicas. Vulneraci@n del
derecho a la tutela judicial efectiva: denega­
ción no motivada de la práctica de la prueba
solicitada por el recurrente.

la Sala Segunda del Tribunal Constitucíonal. com­
puesta por don José Gabaldón lópez. Presidente; don
Fernando García-Mon y González-Regueral. don Rafael
de Mendizábal Allende. don Julio Diego González Cam­
pos. don Caries Viver i Pi-Sunyer y don Tomás S. Vives
Antón. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.365/93. interpuesto
por don Ramón Mendoza Fontela. a quien representa
la Procuradora de los Tribunales doña María Jesús Gon­
zález Díez y asiste el Abogado don Miguel Bajo Fer­
nández. contra el Auto de la Sección Segunda de la
Audiencia Provincial de Madrid dictó el 3 de marzo de
1993. confirmando en súplica otro de 16 de diciembre
de 1992. en el que desestimó el recurso de apelación
interpuesto contra los pronunciados por el Juez de Ins­
trucción núm. 5 de Madrid en el sumario especial 2/92.
denegando el procesamiento por injurias graves con
publicidad y concluyendo el sumario. Han comparecido
el Ministerio Fiscal y don José María García Pérez y don
Manuel Martín Ferrand.representados por el Procurador
de los Tribunales don Juan luis Pérez-Mulet y Suárez
con la dirección del letrado don Adrián Dupuy lópez.
siendo' Ponente el Magistrado don Rafael de Mendizábal
Allende. quien expresa el parecer de la Sala.


